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aeronáuticos relacionados con el tránsito y el transporte aéreo;
3.° Los dE'!más servicios aeroportuarios estata.les, como los adua­
neros, de poUcia, correo,s. seguridad exterior e interior y cuales­
quiera otros que. por su naturaleza y función, están encomen­
dados a autoridad pública no aeronáutica; 4.° Los servidos que,
no siendo estrictampnte aeronauticos, puedan tener incidencia
en ellos y que, por el volumen del tráfico del aeropuerto 1", Que
se trate. se declaren imprescindibles para su buen funciona.nien­
ta,. 5.° Las actividades no comprendidas en los números ant,erio-­
res que se realicen en el recintG aeroportuario y que ter,gan
transcendencia para la explotación er:onómica del aeropuerto De
estos grupos (sobre todos los cuales tiene el Estado competencia
exelusiva con arreglo al articulo 149.1.20 ~ la CE, ya vimos
(fundamento primero), que los dos primeros escapan a cual­
quier compe::tencia de la Generalidad. En cuanto al tercero, los
servicios que comprende son servicios propios del Estado que
se reserva su gestión dIrecta y por ello es intachRble el articu­
lo 3.° (todo él impugnado), en su párrafo primero, cuando
dice que: ..los servicios enumerados en los puntos 1, 2 Y 3 del
articulo anterior se prestarán, en todo caso, directamellte
por la Administración del Estado-. En lo que atañe a las actr~

vidades del último (quinto) grupo, cabe que el Estado no se
reserve su gestión di.recta, al no incidir sobre el ejercic'" de
funciones de soberania, y de derecho, como recuerda el Abo­
gado del Estado, se está utilizando al respecto la técnica conce­
sional. Por lo que se refiere a los servicios del cuarto grupo,
el tercer pArrafo del mismo articulo 3. 0 seil.ala que la ge-<¡tión
directa supone también automáticamente su prestación por el
Estado, lo cual resulta de su posible incidencia sobre los de los
tres primeros grupos y su carActer de ..indispensables- p"i.o·a el
buen funcionamiento del aeropuerto. Al término de este aná­
lisis del ..orden de competencias_, en cuyo marco se mu~ve el
presente conflicto, no puede, pues, afirmarse que se res':rinja
competencil\ alguna de la Generalidad. -

Dicho esto, no es menos cierto que el ejercicio de las compe*
tencias estatales en materia aeronáutica no puede ir en· detri­
mento, como parece temer la Generalidad. de competencias de
ésta distintas de las definidas en materia. aeroportuaria, como
son las que posea. en materia de higiene. turismo, asistencia
social, trabajo, a las que en su escrito alude. .

Séptimo.-Constituyen un tercer aspecto del Real Decre~
to 2858/1981, aquí considerado, los preceptoll que responden al
ejercicio de competencias atribuidas a 1" Administración por
Ley que, aun siendo preconstitucional. se encuentran ientro
del ámbito de la competencia reservada al Estado por la Consti*
tución. Es el caso de los articulos 5.° y 6.0

, impugnados ambos,
salvo en el segundo párrafo del 8.°

Por lo que se refiere al articulo 15,0 del Real Decreto 2858/1981.
la Generalidad de Catalutl.a cuestiona la competencia que en
él se atribuye el Estado para autorizar ..todo proyecto de aero­
puerto, modificación estructural u operativa del mismo o la
transformación de un aeródromo en aeropuerto-, autorizadón
para la que se tendrán en cuenta. según dice el precepto...la
repercusIón que ha de orlgin,ar el trá.fico que naturalmente
puedan generar y las ayudas a la navegación que su impla.n­
tación Heva consigo~, La Generalidad da por buena implfctta­
mente esta facultad para las aeropuertos de interés genAra]
pero la niega de modo explicito para aquellos que no tengan
dicha calificación legal.

Este planteamlenro de la Generalidad pasa por alto que el
precepto en cuestión. que por lo demás desarrolla los art!cu
los 43 y « de la ya mencionada Ley de Navegación Aérea
de 1980. no puede examinarse desde el punto de vista de las
competencias relativas a aeropuertos, pues no faFma parte de
ellas. aunque incfda en la materia, sino que corresponden .a
la de control del espacio aéreo, según se desprende de manera
inequívoca del criterio que el propio articulo 5. 0 impone al

organismo autorizante. precisamente porque cualquier aero­
puerto. sea cual sea su calificación genera algún tránco que
incide sobre la estructuración y ordenación del espacio aéreo.
La competencia sobre el control de éste conlleva la necesidad
de. controlar el número, ubicación y características de todo
tipo de aeropuertos, selln quienes sean los titulares de lae¡ di­
versas competencias sobre :05 mismos. El Que la Generalidad de
Cataluña disponga de competencia exclusiva sobre los aero­
puertos deportivos, por ejemplo, no obsta el que el Estado, por
disponer de la exclusiva sobre el control del espacio aéreo,
pueda impedir que se establezcan en lugares no conformes con
las exigencias de éste.

Octavo.-Asimismo la Generalidad sostiene que el artícu­
lo 8." del Real Decreto es contrario al orden de competenci?.s
porque en él considera posible la gestión directa por el Estado
de un aeropuerto de interés general de titularidl:1d no estatal.
lo que a juicio de la Generalidad no eS viable, por cuanto no
cabe la gestión directa de un servicio sobre el que no se ostenta
la titularidad dominical. Ahora bien, el precepto no habla de
gestión directa, sino que se limita a disponer que en losaero­
puertos de interés general establecidos en recintos no estatales
se designará. por la Subsecretaria de Aviación Civil un Direc­
tor o un Delegado -para llevar, coordinar y, en su caso, dirigir
los servicios comprendidos en el articulo 2.°·. Y si por la
escasez del tráfico y de los servicios aeronáuticos tal desig­
nación se considera innecesaria. dichos servicios quedará., oajo
el control del DelegAdo de la Subsecretaría de Aviación CivU
más cercano. Dado lo que hemos dicho anteriormente acerca
del orden de competencias aplicable al presente caso, tales
preceptos no vulneran compp.tencia alguna de la Gener&lidad.

Noveno.-En cuanto a la di\,\posición transitoria -por virtud
de la cual ..los aeropuertos propiedad del Estado y que en 11],
actualidad son· explotados por el Organismo autónomo "-ero­
puertos Nacionales se entenderán ca1ificado~ como aeropuertos
de interés general d~ gestión direda estata).-, la Generalid9.d
pide que ~ declare nula por cuanto. según se dice sin otra
argumentación, -no respeta p,l ámbito de competencias en tanto
que aplica una norma no adecuada para el establecimiento de
la categoría de aeropuertos de interés general-. La breve fór­
mula, da a entender que el motivo de la impugnación es la
supuesta falta de rango adecuado en el Real Decreto a que
pertenece esa norma productora de efectos inmediatos, norma
de aplicación del mismo Real Decreto. Con 10 r:ual, vale con
respecto a la misma lo que acerca de esta' cuestión se ha ~icho

en los correspondientes fundamentos.

FALLO,

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTOR!DA D QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION -ESPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar que la titularidad de las competencias controver­
tidas en el presente proceso, respecto al Real Decreto 2858/'.981.
de 21 de noviembre. sobre calificación de aeropuertos clvlles,
corresponde al Estado.

Publíquese en el ..Boletin Oficial del Estado_.

Dada en Madrid, ·a 11 de junio de 1984. - Fir,TIó.do:
Jerónimo Arozamena Sierra, Angel Latorre Segura, Manuel Díez
de Velasco Vallejo, Francisco Rubio Llorente, Gloria Begué
Cantón, Luis Diez Picazo, Francisco Tomás y Valiente, Rafael
Gómez-Ferrer Morant, Antonio Truyol Serra y Francisco Pera
Verdaguer.-Rubricados.

SENTENCIA

EN NOMBRE ·DEL REY

:a .sj~uiente

LA. SaIR Primera del Trir.:un<tl C01st;+U(-;(lnal comOl':"'!sta por
d0n ManU!=d Garda-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura. don Manuel Diez de Velaaco Vallejo, doña Glo­
ria Begué Cantón, dOl) Rafael Gómez-Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Corral, Magistrados., ha pronunciado

I. ANTECEDENTES

1. En 19 de abril de 1983 el Procurador de los Tribunales
. don José SAnchez Jáuregul, en representación de la Sociedad
Cooperativa de Ensei'lanza (Centro de Estudios Superiores ..AI~
hama.r-) , formula recurso de amparo contra los autos de la Sala
Primera del Tribunal Supremo de 2 y 21 de marzo de 1983, sobre
admisión a trámite del recurso de casación. con la pretensión
de que se d,ec1are su nul1dad y, asimismo, la admisión del men­
cionado recurso de casación. Por otros! soUcita ta suspensión
de los autos Impugnados, y, asimismo, que se consideren for­
mando parte del recurso las al~ga.ciones formuladas en el re­
curso de súplica fonnulado contra el primer auto impugnado.

2. .La demanda ~e basa en los siguientes antecedentes:

a} Por demanda de 1 de abril de 1980 la compañía ..Cré­
ditos La Paz. S. A.~, solicitó del Juzgado. de Primera Instancia
de Granada la. resolución del contrato de arrendamiento de
local de negocio existente con el Centro de Estudios 'Europa, aho­
ra recurrente.

bl Por sentencia de 28 de julio de 1980, el Juzgado de Pri·
mera Instancia desestimó la demande.; dicha sentencia fue re­
vacada por la Audiencia Territorial de Granada, al resolver el
recurso de apelaciÓD formulado contra la anterior, recogiendo
las pretensiones del recurrente...Sociedad de Créditos La Paz~.

Sala Primera. Recurso de amparo número 255/1983.
Sentencia número 69/1984, de 11 de junio.15817

en el recurso de amparo número 255/83, formulado por el Pro­
curador de los Tribunales don JosA Sinchez Jáuregul, en nom~
bre y representación de la Sociedad Cooperativa de Ensetl.anza
Europa, bajo la dirección del Le1;l'ado don José Luis Nút'iez Vide.
contra autos de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 2 "1 2l
de marzo de 1983 sobre lnadmisi6n del recurso de oaSación. En
el recurso ha comparecldo el Ministerio FisoaJ. y ha sido po..
nente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant. quien
expresa el parecer de la Sala.
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e) Mediante escrito de 14 de enero de 1983, la solicitante del
amparo formalizó el recurso de casación por infracción de ley.
interpuesto contra la sentencia de la Audiencia. Por auto de la
Sala Primera del Tribunal Supremo de 2 de m~ de 1983 le
acuerda no admitir el recurso de casación, por no venir el ooder
notarial legitimado en 1aforma que determina el arUcufo 265
del Reglamento Notarial. de conformidad con lo dispuesto en el
nÚmero dos del articulo 1.728 de la Ley de EnJulclam1ento Civil
(LEC). en relación con el número primero del. articulo 1.725 de
la misma.

d) Por escrito de 12 de marzo de 1983 se interPuso recurso
de súplica ar amparo del articulo 405 en conexión con el 402
de. la LEC, con invocación del articulo 24-1 de la Constitución.
que fue desestimado pOr auto de 21 de marzo de 1983, sobre la
base de que no habla lugar. al recurso de súplica, de acuerdo
COn el articulo 1.732 de la LEC Y de que los a.rgumentos adu­
cidos no desvirtuaban los fundamentos del auto recurrido; en
consecuencia se mantenfa la citada r~01uci6n, si bien 8e rec­
tificaba un error material en el 'sentido de sustituir la palabra
«legitimado» por .legalizado.. con referencia al poder notarlal
presentado.

3. -Los fundamentos jurídicos del recurso son los que se ex­
ponen a continuación:

al La parte actora entiende vulnerado, en Primer lugar, el
principio de igualdad ante la ley, por cuanto en otros casos en
qUe se ha presentado recurso de casación ante el Tribunal Su­
premo y S'J han advertido defectos formales, 6stos no han sIdo
motivo suficiente para la desestimación de aquél. En OCM.creto
cita el auto de la misma Sala de 12 de noviembre de 1981, que
afectó directRmente al Letrado de la parte, en el cual se rechazó
la causa de inadmisiónalegada por el Fiscal, consisWnte en un
defecto formal {no haber prestado cauci6n Juratoria) de indu~

dable mayor transcedencia que la ausencia de legalización del
poder notarial tacompa:tía coPia del escrito del Fiscal·'1 del
auto de 12 de noviembre dé 198U.

A juicio de la demandante, el auto qUe impugna viola el ar­
tículo 14 de la Constitución por cuanto no ha aplicado a casos
similares la misma consecuencia juridica.

bJ El errOr padecido por la edora en la formalización del
recurso de casación, según indica, consiste en la ausencia de
legalización de la firma del Notario autorlzante del poder que
se presentó con el escrito, como exige el articulo 265 del Regl.
mento Notarial, al no advertir su falta por confundirla con dos
dlIIgencias anejas que se encontraban ·al final.

El solicitante del amparo estima que en ninguna de las dos
resoluciones impugnadas se ha tenido en cuenta el juego d~ los
articulas 405 y 402 de la LEC que se oponen al razonamiento
del Tribunal Supremo y que, _deBde luego. tutelan el eJercicio
de los derechos de los litigantes, al otorgar claramente el dere­
cho a recurrir resoluciones que denieguen la admisión del recur­
so por razones estrictamente fonnales. Parece claro, a juido de
la actora, que si Se quIere garantizar la tutela efectiva por los
jueces y tribunales del etercicIo de los derechos ha de prescin~

dirse de aplicar unos formalismos excesivos, sin que la seguridad
juridica se vea menoscabada por el hecho de que, por la ausen­
cia de algún requisito formal, se dé la posibilidad de 8ubsar.arlo.
Por lo qUe entiende que la forma de aplicar la ley por parte
del Tribunal Supremo es contraria al articulo 24.1 de la Con8~
tituci6n. En conexi6n con 10 anterior, se refiere a diverso, ám­
bitos del Ordenamiento en que se permite la subsanación (ar~
ticulo 57,3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-AdmInistra­
Uva, 72 de la Ley de Procedimiento Laboral, 85,2 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitución -LOTe-, así como el 93 en
cuanto al recurso de 8úplica), a los principios .pro operario. e
«in dubio pro reo_, a la doctrina, y al carácterobs.oleto, a 8U
parecer, de la legislación notarial en orden a la legaliza.ción,
como demuestra él hecho de que en la última reforma Be ha
suprimido la legalización de partidas expedidas por el Registro
Civil. _ .

e) El recurrente pODe también de relieve un hecho que con~

sidera de interés: Que la copla del poder que no se considera
hAbil hubiera sido ..legalizado•. en su momento procesal oPor~

tuno, al personarse el at:tor en BUtos, respect1vamente~ por el
Juzgado de Primera Instancia y por la Audiencia Territorial.
pUes se da la circUnstancia de que era la misma copia autorizada
qUe sirvió para la interposición del recurso ante la Sala Pri·
mera del Tribunal Supremo.

d) Por último entiende Que si el artículo 1.732 de la LEC
está en contradicción evidente con los artículos 405 y 402 de la
misma qUe sl permiten recurrir (aunque s610 sea en símlica)
contra determinadas resoluciones del Tribunal Supremo, como
es la recurrida, evidentemente el artículo 1.732 habrla de ser
declarado inconstitucional a tenor del artículo 24.1 de la Cens­
titución. En definitiva, estima que un defecto formal de la
entidad de que se trata no parece Que pueda ser causa sufi~
ciente para la inadmisión inapelable de un recurso de casaciÓn
dentro de un Estado de Derecho.

4. Por providencia de 11 de mayo de 1983, la Sección acordó
otorgar un plazo de diez días al solicitante del amparo para
qUe subsanara la falta de presentación del documento que acre­
dita la representación del Procurador de la parte aMara,

5. Por escrito de 21 de mayo de 1983. el· Procurador sellar
Sánchez Jaregui acompaña poder de la .Cooperativa de Ense-

:tíanza Europa-, tUula.r del contrato de arrendamiento a que se
refiere el auto de- 2 de marzo de 1983 -impugnado-, poniendo
de manifiesto que en el 8.ncabezamiento del escrito de demanda
-por error- lIlVOCÓ la representación de la «Sociedad Copera­
tiva de EnseAanza, (Centro de Estudios Superior -Alharnar..h
cuando se debla haber dicho .Cooperativa de Enseñanza Eu~
ropa... Suplica se tenga por salvado el motivo de inadmisión
subsanable.

e, Por proVidencia de 22 de Junio de 1983 la Sección acordó
admitir a tr&mlte la demanda formulada por la .Cooperativa de
EnseOanza Europa,., requerir atentamente al Tribunal Supremo
-Sala Primera- para el envio de las actuaciones, interesAn­
dose el emplazamiento de quienes fueron parte en el recurso,
a excepcIón de la recurrente que e"pareoe y.. personada; asimis­
mo s acordó formar la correspondiente pieza separada para la
sustanciación del incidente de suspensión.

7. Por providencia de 22 de septiembre de 1983, una vez re
cibidas las actuaciones, se otorgó un plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y a la representación del actor para
alegaciones, debiendo sefJ.alarse que en la comunicación de la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo por el que se remiten
las actuacioDes se hace constar que no se ha practicado ningún
emplazamiento por no haber comparecido ante dicha Sala ma.s
partes que la recurrente.

S. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, después de rea­
lizar un examen de los antecedentes de este recurso, formuló,
resumidamente las siguientes alegaciones:

al Por lo que se refiere al auto de 21 de marzo de 1983 no
es de fácil recibo la invocaci6n del artículo 24.1 de la Cons­
titución, pues aunque el artIculo 405 de la Ley de Enjuiclamlen.
to Civil. establece que las disposiciones de los artIculas 401 y 402
serán aplicables a las resoluciones que dicte el Tribunal Supre­
mo, lo cierto es que el articulo 1.732 de la LEC dispone espe­
cíficamente -y por tanto can prioridad de aplicación- que no
se daré. recurso alguno contra 108 autos que se dicten admi­
tiendo o rechazando el recurso de casación; en consecuencia,
estima que el auto que declaró no haber lugar al recurso de
súplica no originó una infracción del articulo 24.1 de la Cons­
titución.

bl El auto de 2 de marzo de 1983 -impugnado- re,Jelve
el problema de la incidencia de un defpcto formal en la admisi­
b111dad de Un recurso de casación, y el auto dictado por la
Sala Primera del Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 1981
que se aporta con la demanda como proeba de aplicación no
igualitaria de la ley parece que resolvió un problema planteado
por la insuficiencia de medios económicos de un litigante y la
necesidad de que dicha circunstancia no obstaculizarse su acce­
so al recurso, por lo que no estA suficientemente demostrada la
infracción del principio de igualdad.

el El auto de 2 de marzo de 1983 inadmitió el recurso de ca­
saci6n con fundamento en los artículos 1.728.1 y 1.7292 de la
LEC Que prevé la inadmisión del recurso cuando el poder es
insuficiente, concepto amparado en el articulo 265 del Regla­
mento Notarlal; el Ministerio Fiscal estima que aunque. en prin­
cipio, la corrección formal de la resoluciÓn impugnada parece
fuera de duda es muy posible que la doctrina sentada t"'n laR
sentencias de este Tribunal de 14 de marzo y 21 de julio de
1983 permita sostener la inconstitucionalldad de la interpreta­
ción que en este caso se ha hecho de los preceptos Procesales
citados; porque si el contenido normal del derecho a obtener
la tutela efectiva es alcanzar una resolución de fondo fundada en
derecho, salvo que exista una causa impeditiva prevista por el
legislador, no parece descaminado llegar a la conclusión rl· q~e

declarar que no ha lugar un recurso de casación por ineurrlr
el recurrente .inadvertidamente en la omisión de una formalidad
no impuesta por la ley sino derivada de un precepto reglamen­
tario puede envolver un comportamiento no acorde con el
artfculo 24.1 de la Constitudón, mblme si. como apunta la sen­
tencia de este TribUnal de 14 de marzo de 1983 la formalidad
omitida o defectuosampnte cumplida puede ser salvada median­
te la aplicacIón de técnicas de subsanación.

El Fiscal concluye el escrito de alegaciones interesando del
Tribunal que, de acuerdo con los articulas 52.3 y 86.1 de la LOTC,
diete sentencia que otorgue el amparo que se solicita, decla­
rando la nulidad del auto dictado en 2 de marzo de 1983 y
que se ordene a la Sala Primera del Tribunal Supremo que
reponga las actuaciones al momento anterior al que se dictó
el auto anulado para que pueda concederse a la entidad :'ecu­
rrente el plazo que estime procedente en orden a la SUbSa,l-:l.;ión
del defecto procesal que determinó la inadmisi6n del l"'e·;urso

9. En 27 de octubre de 1983, la parte actora formula escrito
de alegaciones en el que ratifica y reitera los expuestos en la
demanda, y solicita la práctica de prueba documental consis­
tente en que: a) Se diri1a mandamiento a la Sala Primera del
Tribunal Supremo, a la Audiencia Territorial de Granada o al
Juzgado de Primera Instancia número 1, según proceda. para
que se expida y remita a este Tribunal Constitucional certlfi­
-cación haciendo constar la reseña de la copia del poder con que
'la actora se personó en el Juzgado y en la Audiencia Terrrito­
rial. &si como de la resolución ludicial correspondiente en cuya
virtud se tuvo al Procurador respectivo por parte en la represen­

-'ación del recurrente. O bien se remtta copia fotostética de los
:Teferidos documentos o diligencias judiciales debidamente dili­
genciados. bl Se dirija mandamiento a la Sala Primera del Tri-
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bunal Supremo para que, a la vista del rollo archivado en dicha
Sala, derivado del recurso de casaci6n--númerO 1.282180. lnterR

puesto por do:i\a Anselmll. Hernández Hernándn. se expida y
remita testimonio o copia fotostética autorizada. del informe
fiscal da fecha 2 de junio de 1981. oponiéndose- a la admIsi6n
a trámite del recurso de casacIón y auto de la Sala de fecha
12 de noviembre del mismo año admitiendo a trámite el refe­
rido recurso.

La representación de los actores suplica se dicte sentencia
estimando la demanda de amparo. Por otrosí pide que, para el
caso de que la Sala tenga a bien admitir la prueba propuesta
en la última alegación del escrito; los despachos corI"mlpondien­
te!! le sean entregados para interesar su cumplimiento.

10. Por auto de 13 de Julio de 1983. previa la correspo,tdien­
te tramitación de la pieza separada de suspensión. la Sala acor·
dó suspender la ejecución de la sentencia de la Audiencia Te·
rritorial de Granada de 11 de septiembre de 1982. estableciendo
qUE' en tanto dure la suspensión debe seguirse abonando la
renta arrendaticia por la arrendataria al arrendador.

11. Por providencia de 29 de febrero de 1984. la Sección acor­
dó lo siguiente: a) Requerir a 'la entidad demandante para que
presentara escritura de poder en nue constara el otorgado al
Procurador que actúa en representación de la misma, otorgán­
dole un plazo de diez días para subsanar el defecto obse.cvado
en la anterionoente presentada. b) Recabar la remisión rlc las
actuaciones judiciales seguidas por el Juzgado de Primera Ins­
tanda número 1 de Granada 'J la Sala de lo Civil de la Au,..
diencia Territorial de Granada, asl cOffierdlrtgirse a la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo para qUe enviara testimonio de la
parte del recurso numero 1.772/82. relativa a la escritura d~; apo­
dAramiento otorgada por 'la actora.

12. Una vez presentado el poder por el Procurador seiloI:,
!Sé.nchez Jé.uregui. y recibidas las actuaciones. en 4 de abril
de 1984 la Sección acordó otorgar un plazo de diez días al Mi­
ni'Sterio Fiscal y al solicitante del amparo. con vista de las ac­
tuaciones mencionadas. para alegaciones.

13. El MinIsterio Fiscal da por reproducido su anterior es­
crito de alegaciones. y somete a la consideración del Tribunal
la circunstancia de que en la escritura de poder presentada,
que fUe otorgada can anterioridad a la constitución y comienzo
de las actuaciones del Tribunal Constitucional no se faculta
nominada y expresamente al mencionado Procurador para coro·
parecer en nombre de la entidad demandante ante este Tribu­
nal. sin que, por otra parte. pueda el mismo entenderse en rigor
comprendido en la relación de Juzgados. Tribunales. autorida­
des. ConseJos y ":entros que en el referido poder se hace y
sin que. a mayor abundamiento. aparezcan citados los pr JceSCS
constitucionales entre aquellos en que el Procurador podrá ac­
tuar en la indicada representaciónj de todo lo cual acaso sea
legítimo deducir qUe la demanda adolece de un defecto fonoal.
no subsanado en el Plazo fijado al efecto. derivado del incum­
plimiento del artículo 81. 1 de la LOTe y susceptible de justifi­
car la inadmisión de la demanda de acuerdo con el articu·
lo SO.1.b del mismo texto o su desestimación si se considerase
procedente.

14. La parte actora presenta escrito de alegaciones en el
que da por reproducidas las fonnuladas con anterioridad: des­
pués de referirse a las efectuadas por el MinisteriO Fiscal en su
primer escrito. insiste en la ..legalización. practicada en el
Juzgado de Primera Instancia y en la Audiencia Territorial de
Granada. Como se observa en los autos de ambos órganos ju­
risdiccionales -añade-. el poder con el que la representación
de la actora compareció en ambas instancias es el mismo con el
que lo hizo ante el Tribunal Supremo. aunque en la casación
venía la copia sIn legalizar en la torma que setiala el articu­
lo 265 del Re,lfIamento Notarial.

15. De laS actuaciones y documentos aportados resultan los
siguientes extremos de interés para la resolución del recurso
de amparo;

aJ Por auto de 2 de marzo de 1983. aquf impugnado, la Sala
de lo Civil del TrIbunal SUPr8mo acordó la no admisión del
recurso de casación por infracción de ley interpuesto pOr el
Procurador don José Sánchez Jáuregui. en nombre y represen­
tación de la entidad ..Sociedad Coperativa de Enseftanza Europa­
(Centro de Estudios Superiores .Alhamar.). contra la sentencia
dictada por la Sala de lo CivU de la Audiencia Territorial de
Gr~nada de 11 de septiembre de 1982. -por no venir el poder
legItimado en la forma que determina. el articulo doscientos le-.
senta y cinco del Reglamento Notarial. de conformtdad con lo
dIspuesto en el número dos del articulo mil setecientos v&!ntl.
nueve de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en relación con el
apartado primero del articulo mil setecientos veinticinco del
mismo cuerpo legal•.

b) Por auto de la propia Sala, el 21 de marzo de 19q3 se
declara que no ha lugar al recurso de s1l.pllca interpuesto por
el Procurador seilar Sánchez Jé.uregui contra el de 2 de marzo
mencionado, rectificándose un error material de su dnlce con­
siderando en el sentido de sustituirse la palabra .Iegitimado­
Par la de .legalludo. referente al poder presentado; esta deci­
sión se fundamenta en el articulo 1.722 de 1& Ley de EnJuicl&­
miento Civil, el cual establece que contra loa autos a· que se
refleren los articulas anteriores 1.729 Y ooncordantes, tenidos
en cuenta en el auto impugnado. no se dará recurso alguno.

cJ !l poder presentado por la solicitante del amparo ante

el Juzgado de Primera Instancia número 1 de Granada (follo 31
y siguientes de las situaciones seguidas ante el mi'Smo). fue 81
general para pleitos otorgado ante el Notario de Granada don
Miguel.Olmedo Mp,dina en 23 de abrU de 1980 (número nove­
cientos dieciséis). Este mismo Poder fue el presentado en la
apelación, según Se deduce oon claridad del testimonio parcial
del mismo que figura al foUo 8 de las actuaciones seguidas
ante la Audiencta.Y asimismo ha sido el utilizado en el reCur­
so de casacíón (foltos 8 'J sigulentes de las actuaciones relati­
vas a tal recurso),

En dicho poder. qUe no aparece legallzado" se confiere la
representación de la ..Cooperativa de Enseilanza Europa... en fa.-­
vor de los Procuradores de los Tribunales siguientes: DE GRA­
NADA: don Aurelio del Castillo Amaro, dotia Marta Gracia Zo·
rrilla y don José Antonio Rico Aparicio. Y DE MADRID: don
Joaquín Alfara Lapuerta y dan José Sánchez JAuregut.

15. Por providencia de 30 de mayo de 1984 se señala para.
deliberación y votación el dia e de juniO siguiente. En tal día
se delibero y votó.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Antes de entrar en el examen de la pretendida violaci~n

de los articulos 24.1 y 14 de la Constitución. alegad"!. "'Ivr el
actor. es necesario considerar la sugerencia efectuada por el
Ministerio Fiscal en orden al posible defecto formal del poder
(antecedent9 13),

En relación con este punto. la Sala mantiene el mismo cri­
terio que ha venido observando. consistente en estimar que UD
poder general para pleitos es suficiente par.a actuar ante este
Tribunal. dado que el sentido del mismo es el de otor.gar la
representación para actuar en toda ctase de procesos ante cual­
quier-Trlbunal existente en cada momento. de acuerdo con el.
Ordenamiento vigente. en tanto el poder no sea revocado; solu·
ción que supone aplicar un criterio que permita entrar en el
fondo de los asuntoS. en vtrt.ud del principio pro aetione, y que
conduce en el presente caso a estimar la suficiencia del poder.

2. El artículo 24.1 de la Constitución establece el derecho
de todas las personas a obtener la tutela efectiva de Jueces y
Tribunales en el ejercicio de sus derechos e tntereses legítimos,
sin que, en ningún caso. pueda producirse indefensión. Derecho
que. como ha declarado· en reiteradas ocasiones el Tribunal.
comprende el de obtener una resolución fundada en Derecho,
que podrá ser de inadmlsión cuando concutJ;"a alguna causa
para ello y asl lo acuerde el Juez o Tribunal en aplir:flCión
razonada de la misma (Sentencias. entre otras, 11/82. de 29 de
marzo, F. J. 2, ..BOE. de 21 .de abril; 37/1982. de 16 de junio,
F. J. 8, .BOE. de 16 de julio; 68/1983. de 26 de julio. F. J. 8.
..BOE. de 18 de agosto).

El 'contenido normal del derecho. como precisa la última sen­
tencia citada. es el de obtener una resolución de fondo. salvo
cuando exista alguna causa impeditiva prevista por la ley que
no vaya en contra del contenido esencial del derecho. que h.a de
respetar el legislador (artfculos 81 y 63 de la Constitución>'
Siendo esto asi. es conclusión obligada que la tutela furisdiccio.
nal resulta otorgada. con plena eficacia cuando la decisión con­
sIste en negar. de forma no arbitraria o irrazonable, la Cúl1CU­
rrencia del presupuesto procesal necesario para conocer del
fondo del proceso (sentencia 37/1982, citada), por lo que la
exIstencia de una sentencia de inadm!sión fundada o razonada
en derecho satisface nonoalm¿nte el derecho a la tutela judi­
cial efectiva. y la comprobación en sede de amparo de tales he­
chos debe conducir a la des~timación del amparo sin entrar
a analizar si la causa de tnadmisión apreciada Por el Tribunal
ordinario se dio o no en el proceso correspondiente (sentencia
60/82. de 11 de octubre F. J. 1, ..BOR. de 17 de noviembrd'

En conexión con lo anterior, y en orden a los defec~s en la
preparación del recurso. el Tribunal ha declarado tambIén que
el articulo 24.1 de la Constitución contiene un mandato positivo
qUe obliga a interpretar la normativa vigente en el sentido
más favorable para la efectividad del derecho fundamental,
de fonoa qUe. aunque las formas y requisitos del proceso eum·
pleQ un papel de capital importancia para la ordenación del
proceso, no toda irregularidad fonnal puede convertirse en UD '
obstáculo insalvable para su prosecuc1ón. especialmente en loa
easos en que el legislador na lo detennina de forma taxativa
{sentencia 19./1983, de 14 de marzo. F. J. 4, ..BOE. de 12 de
abriU. sin que. por otra. parte, pueda dejarse al arbitrio de
cada parte el cumplimiento de los requisito! procesales ni la
disposición: del tiempo en que han de cumplirse (sentencia 85/
1983. de 21 de jullo, F. J. 4, .DOE. de 9 de agosto de 1983, y sen~

tenda 57/84. de 10 de mayo. F. J. 4); debiendo aftadlrse que la
reciente sentencia de 8 de maya de 1984, F. J. 3, .BOE. de 29 de
mayo. ha afirmado que el derecho a obtener la tutela efectiva
de los jueces y tribunales. no puede ser obstaculizado mediante
la Imposición de fonnaJ1smos enervante!: o acudiendo a inter·
pretaciones o aplicaciones de reglas disc1pttnadoras de los re-­
quisltos y fonnas de las secuencias procesAles en sentidos que
aunque puedan parecer acomodados al tenor literal del texto en
que se encierra la nonoa. '><)n contrarlos al espíritu y ftootlidad
de ésta, y, desde luego. no ajustados a una consideración de
tales reglas reinterpretadas a la luz del articulo 24.1 de la Cona.
tituctÓD.

El Tribunal ConstitudonaJ. a travds ~ estas y otras sen·
tencias, ha fijado en definitiva el criterio de que el contenido
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normal del derecho a la tutela ludic~l efectiva consiste en ob­
tener una resolución de fonda, si bien tal derecho se satisface
cuando la resol ución es de' in,admisión si se dicta en aplicación
razonada de una causa ls,¡al, razonamiento que ha de responder
a una interpretación de las normas contorme a la Constitución
y en.1 sentido más favorable para la efectividad del derecho
fundamental. El Tribunal, dado que el recurso de amParo no es
una tercera instancia. no revisa con carActer general 1& legali­
dad aplicada; pero teniendo en cuenta que la iDadmisión ar­
bitraria o irrazonable, o basada en una interpretación distinta
de la expuesta. afecta al contenido normal del derecho fun­
d&ID8ntal, entiende 'lue en estos supuestos la resolución judi­
cial puede incurrir en iDconsUtucionalidad que dé lugar a la
estimación del amparo. como sucede en los casos en que se
declara la inadmisión por eaUmar inaplicable un procedimiento
que si era aplicable (sentencia 11/1982. citada. F. J. 3l o eo
qUe se ha padecido uo error patente (senteocia 88/83, meóciooa.
da, F. J. 6), o eo que la normativa no se ha interpretado eo el
sentido más favorable para la efectividad del derecho funda­
meo~ y ello ha impedido entrar en el fondo (sentencia 19/83,
aludida, F. J. 4).

~. Las consi~eraciones anterlOH's nos permiten pasar al
eumen de la VIolación del artIculo 24.1 de la Constitución.
alegada por el actor. Vulneración que se habría producido por
las resoluciones impugnadas al declarar inadmisible el l'8Curso
de casación por ser el poder del Procurador insuficiente. al no
estar 1~~a1izado. dan~ose la circu~stanciade que el mismo poder
fue uultzado y surtió sus efectos en pnmera instancia y en
apelación. .

Dado que el contenido normal de derecho fundamental con­
tenido en el artículo 24.·1 de la Constitución es el de obtener
una resoluCión de fondo, hemos de determinar si las resolucio-­
Des impugnadas se ajustan al mandato contenido en el precepto,
segiln ant€s veiamos, de interpretar la normativa aplicable en
el sentido más favorable para la efectiVidad del derecho fun­
damental; examen que es relevante desde la perspectiva del
derecho fundamf>ntal. y de carácter prioritario al relativo si la
decisión está razonada de BCU~rdo con la legislación apli.cable,
pues ésta ha de ser interpretada de conformidad con la Cons-
titución. '

-En el presente caso el~no de casación Se declara inad­
misible de conformidad con el número dos delartieulo mil
setecientos vetntinueve de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC)
en relación con el apartado primero del artículo 1.725 del mismo
cuerpo legal, por no venir el poder legalizado en la forro" que
determin.a el articulo doscientos sesenta y cinco del Reglamen·
to NotarIal; es decir. por ser insuficiente el poder en virtud de
la existencia de un defecto formal.

La, trascendencia de esta irregularidad formal ha de ser va­
lorada. en efote ca&o. teniendo en cuenta que en los autos re·
m1tidos al Tribunal Supremo de acuerdo con el articulo 1..708 de
la LEC. figuraba el propio poder, que habia surtido todos sus
efect.os en la primera instancia y en apelación, ante el Juzga­
do correspondiente y la Audiencia de Granada; y, asimismo. lo
d1spu~to en el artículo 1.718. Lo de la LEC, el cual establece
que el escrito en que 68 interponga el recurso deber' acampa­
i\arse el poder que acredite la leglt.ima representaci6n del Pro·
curador. a no hliber sido nombrado de oficio o haberlo pre~en­

tado anteriormente.
Para la admisión del recurso de casación. es, pues. pr'eciso

Q.ue e.l Procurador del recurrente haya presentado o pr~3ente

poder suficiente, Desde el punto de vIsta rirmal, la. suficiencia
del poder exige la legalización de la firma del Notario autori­
zante. para los efectos del articulo 30 de la Ley -dice el ar­
ticulo 265 del Reglamento No'Larial- .siempre que el documento
debf1 hacer fe fUera del territorio del Colegio a que pert'Meua
aquél..; y por su parte el articulo 30 de la Ley de Constitución
del Notariado de 28 de mayo de 1862 establece en BU arUculo 30
párrafo 2, en relación a la legalización, que la firma del Nota­
rio autorlunte deberé. ser legalizada por otros dos Notarios del
miamo partido judicial o por el visto bueno del Juez de Primera
Instancia, que pondrá el HIJo del Juzgado.

Se deduce con claridad de tal regulación, que la legalización
de la firma de) Notario -por otros dos o por el Juez- cumple
la funci6n dA garantizar su autenticidad fuera del territol'i l del
(4)legio al que pertenezca; es decir, supone en definitiva, y esto
es 10 relevante, una manifestación de que la firma del Notwrio
es auténtica.

Ahora bien, cuando el poder ha sido presentado en un proceso
ante el Juez de Primera Instancia 'J éste lo ha admitido como
bastante para acreditar la representación, al haber surtido todos
sus efectos, no cabe duda de que ello supone. con mucha mayor

SaJa Segunda.. Recurso de amparo '·número 724/
ISB3.SentenctG número 70/1984, de 1,1 ele ¡Unto.

La Sala Segullda del TrlbunalCansUtuclon&!. compuesta
por' don Jerónimo ArOZ81Jlena ,Sierra, Presidente. y don Fran­
ei8co RUbio Llorente, -don Luis Diaz~Picazo y Ponee de León,
don Francisco Tomás y Va.Uente, don Antonio Truyol Serra y
don 'Francisco Pera Verdacuer. Magistrados. ha pronunciado

intensidad que 1& constancia del visto bueno y del sello del Juz­
gado. que el poder estA legalizado, es decir que el Ju~z ha con­
siderado la firma del Notario como auténtica.

4. De acuerdo con todo !o expuesto, se llega a la conclusión
de Q.ue la aplicación del mandato contenido en el a.r ..1l..oulo
24.1 de la Constituci6n. enorden a 1& interpretación del .:>rrjeúa­
miento en el sentido mAs favorable para la efectividad del de·
recho fundamental, conduce a la afirmación de que la inadmi­
.ión del recurso por insuficiencia del poder no se ajusta arJ bSte
caso al articuló 24.1 de la Constitución y. en consecuencia, pro­
cede anular el auto de 2 de marzo de 1983, impugnadr,. en
cuanto acordó la no admisión del recuJ"&o de casación 001 010
venir el poder legalizado. con el efecto de que debe proseguirse
la tramitación del recurso y decidirse acepca de su admisión·

. asimismo, debemos reconocer al actor el derecho de que a~
recurso de casación no sea lnadmitido por falta: de legalización
del pode~, quedando restablecido en tal derecho mediante la
anterior declaración de nulidad; todo ello de conformidad con
lo dispuesto en el articulo 55.2 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional,

El Tribunal no puede declarar, sin embargo, como solicita el
actor. que se admita • trámite el recurso de casación, dado
que la Sala Primera del TribuIlQI Supremo es la que debe de­
cidir aceree de la procedencia de llevar a cabo la admisión
-:-prescin.diendo de la causa de inadmisi6n indicada-o apre­
CIando SI concurren o no los demás requisitos legalmente exi-
gidos. .

Por otra Parte, tampoco. procede declarar la. nulidad del auto
de 21 de marzo de 1983, también impugnado, porque la cues­
ti6n Que plantea el recurrente en relación al mismo es de mera
legalidad; ello. sin perjuicio de que la anulación del auto de
2 de marzo de 1983 surta los efectos procedentes. de acuerdo
con el articulo 55.2 de la. LOTC, en orden 6. la procedencia de
proseguir la tramitación y decidir acerca de la admisi6n del
recurso d -casación,

5. La conclusión A la que se llega hace necesario entrl!(' en
el examen de 1a violación del principio de igualdad alegado por
el actor. Si bien puede señalarse, a mayor abundamiento. que la
Sala no aprecia que tal vulneración se haya producido, ya
que el término da comparación que ofrece el recurrente no se
retiere a un caso sustancialmente igual. como pone Je n..tl.n1­
fiesta el Mtniser10 Fiscal. igualdad sustancial que viene exl·
gieado el Tribunal para apreci8l" 1& 'POsible vulneración del
articulo 14 de la Constitución por los Jueces y tribunales; pues
para que el principio de 19u&'ldad sea vulnerado es preciso que
el mismo órgano Judicial trate desigualmente dos supuestos
sustancialmente idénticos, sin que el cambio de criterio apdl'ez­
ca motivado.

FALLO,

En atención .. todo 10 expuesto. el Tribunal ·Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE.LE CONFIERE LA CONSTITUllON
DE LA NACION ESPA';¡OLA

Ha decidido:

l. Estimar en PB'fte el recurso de amparo '1 a tal efecto:

al Declarar la nulIdad del auto de la Sala de lo Civll del
Tribunal Supremo de 2 de marzo de 1983, por el que se acordó
quena babia lugar a la admisIón del recurso de casación por
infracción de Ley iDterpuestD por el Procurador don José Sán·
chez Jáuregut.. en nombre y representación de la Entidad So·
ciedad Cooperativa de Enseftanze. Europa (Centro de Estudios
Superiores Alhamar) contra la sentencia de la Sala de lo Civil
de la Audiencia Terrttarial de Granada de 11 de septiembre
de 1982, con el efecto de que debe proseguirse la tramitaclón
y decidir de nuevo acerca de su admisi6n.

b) RecoDocer el derecho de la actora a que el recurso de CS'­
sación a que tal auto se refiere no sea Inadmitido por la insu­
ficiencia del poder de su representante debida a le falta de le­
gallz8'Ción, quedando restablecido· en su derecho medlante la
nulidad que se declara en el número anterior.

2. Desestimar el recurso en todo 10 demAs.

Publique98 esta eentenctaen el .Bolet1n Oficial del Estado".

Medrid. 11 de lunio de 1884.-Manuel Garcia Pelayo Alon-
so.-Angel Laterre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cant6n,-Rafael Gómez Ferrer Morant.-AngeL
Escudero del Corral.-Firmados y rubricados.

BN NOMBRE DEL REY

la siguiente
. SENTENCIA

En el recurso de amparo n11mero 724/1983, promovido por la
Entidad ..Juan Martin Casillas, S. L,,,. representa.da '3l>r el
Procurador de los Tribunales don Luctano Rosch Nadal y asis-


